
 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO II 

DESIGUALDAD DISTRIBUTIVA Y PERCEPCIONES 

VERSIÓN PRELIMINAR
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A. DESIGUALDAD DISTRIBUTIVA 
Las cifras al año 2011 reafirman la tendencia hacia una mejor distribución del ingreso. No obstante, 

los cambios son leves y no alcanzan a modificar la situación general América Latina como una región 

altamente desigual. 

La desigualdad en los ingresos laborales se relaciona de manera directa con las características del 

trabajo que realizan las personas. 

 

1. DESIGUALDAD DE LOS INGRESOS PER CÁPITA  
Uno de los grandes desafíos que continua enfrentando América Latina es la reducción de los elevados 

niveles de desigualdad de la distribución del ingreso todavía prevalecientes en la región. En la mayoría 

de los países se observa que un conjunto reducido de la población concentra una gran proporción de 

todos los ingresos generados, mientras que los más pobres sólo alcanzan a recibir una escasa porción de 

ellos. El promedio simple de los valores de los 18 países para los que se cuenta con información 

relativamente reciente indica que el 10% más rico de la población recibe el 32% de los ingresos totales, 

mientras que para el 40% más pobre la cifra es del 15% (véase el gráfico II.1). 

Gráfico II.1 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): PARTICIPACIÓN EN EL INGRESO POR GRUPOS DE DECILES, AÑO MÁS RECIENTE

 a
 

 
Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a
 Los datos corresponden al año 2011, excepto en Bolivia (Estado Plurinacional de) (2009), El Salvador (2010), Guatemala 

(2006), Honduras(2010), México (2010) y Nicaragua (2009).  
b
 Áreas urbanas. 

c
 Promedio simple. 

 

Dentro de este panorama caracterizado por la alta desigualdad, las realidades de los distintos países 

muestran cierta diversidad. Así, en siete de esos 18 países (R. Dominicana, Honduras, Colombia, 

Paraguay, Guatemala, Brasil y Chile) el 10% de la población más rica recibe proporciones cercanas al 
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40% del ingreso total mientras que ella oscila entre el 11 y el 15% para el 40% más pobre. En Bolivia, 

Costa Rica y Panamá la apropiación por parte de los más pobres resulta similar, pero es algo menor el 

porcentaje que le corresponde al decil superior. Por su parte, Perú, Nicaragua, Ecuador, Argentina, 

México y El Salvador muestran valores mayores en el extremo inferior de la distribución (16 ó 17%) y 

algo menores entre el 10% más rico (en el entorno del 30%). Son Venezuela y Uruguay quienes exhiben 

la menor concentración ya que las proporciones son del orden del 20 a 23% en ambos extremos.  

Un cuadro similar resulta de observar los indicadores sintéticos de la desigualdad (véase el 

recuadro II.1). Salvo unas pocas excepciones, los valores de los diversos índices que se presentan —y 

que constituyen los más usuales para analizar la desigualdad de las distribuciones— dan cuenta tanto de 

la presencia de elevados grados de concentración media como del ordenamiento entre países recién 

señalado (véase el gráfico II.2). Aun cuando este panorama de alta desigualdad global con cierto grado 

de heterogeneidad intrarregional se puede observar a partir de diferentes indicadores, es necesario 

tener cierto cuidado al efectuar comparaciones de las distribuciones de ingresos entre países. Si bien 

todas las que se consideran aquí están calculadas sobre la base de datos estadísticos provenientes de 

encuestas de hogares, estos relevamientos exhiben diferencias entre países en lo que hace a algunos 

aspectos de sus metodologías. 

Recuadro II.1 

INDICADORES PARA LA MEDICIÓN DE LA DESIGUALDAD DISTRIBUTIVA 

El grado de concentración que presenta una distribución de ingresos puede medirse a partir de un amplio conjunto 
de indicadores. En este capítulo se utilizan tres de los indicadores de desigualdad más conocidos, que se detallan a 
continuación. 
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donde n = tamaño de la población, yi = ingreso per cápita del i-ésimo individuo, μ = ingreso medio y log denota el 
logaritmo natural.  

El índice de Gini es el más conocido de los utilizados para el análisis de la distribución de ingresos. Su formulación 
se expresa en términos gráficos, puesto que corresponde al área comprendida entre la curva de Lorenz y la línea 
de equidistribución. Cuanto mayor sea la concentración de los ingresos, mayor será esa área, lo que incrementa el 
valor del indicador. 
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Recuadro II.1 (conclusión) 

Pese a su popularidad, el índice de Gini no satisface el axioma de sensibilidad a transferencias, una propiedad 
deseable de los indicadores de desigualdad. Según este principio la desigualdad debe disminuir más ante una 
transferencia de ingresos progresiva (es decir, de un hogar rico a un hogar pobre) entre individuos pobres que 
cuando la transferencia se produce entre individuos ricos. Por eso es conveniente complementar el análisis con 
otros indicadores que sí satisfagan esta propiedad, como los índices de Theil y Atkinson. 

Para los tres indicadores, cuánto más alto es el valor, mayor es el grado de desigualdad. No obstante, mientras los 
índices de Gini y Atkinson toman valores en el rango [0,1] (donde el valor 0 corresponde a la equidad absoluta y el 
valor 1 a la inequidad absoluta), el valor máximo del índice de Theil es el logaritmo del tamaño de la población, que 
excede el valor 1. A su vez, la formulación del índice de Atkinson emplea un parámetro adicional, denominado de 
“aversión a la desigualdad” (ε). Cuanto mayor sea el valor utilizado, más alta será la ponderación que reciben las 
observaciones que se ubican en la parte baja de la distribución. 

Todos los indicadores de desigualdad tienen un carácter ordinal, por lo que sus valores no son equiparables. Es 
más, dado que cada uno de esos indicadores mide aspectos parciales de la desigualdad, es posible que generen 
distintos ordenamientos de las distribuciones. El ordenamiento de un grupo de distribuciones solamente puede 
considerarse definitivo si no varía ante cambios en el índice utilizado. Por consiguiente, lo más apropiado es utilizar 
los índices de desigualdad de manera complementaria y analizar sus resultados en conjunto. 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, sobre la base de Frank Cowell, “Measuring 
Inequality”, LSE Handbooks in Economics, Prentice Hall, 2000. 

 
Gráfico II.2 

AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DESIGUALDAD SEGÚN DIVERSOS ÍNDICES, AÑO MÁS RECIENTE
 a

 

 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a
 Los datos corresponden al año 2011, excepto en Bolivia (Estado Plurinacional de) (2009), El Salvador (2010), Guatemala 

(2006), Honduras(2010), México (2010) y Nicaragua (2009).  
b
 Áreas urbanas. 

c
 Promedio simple. 

 

El que la región cuente con elevados niveles de concentración distributiva no debería obscurecer el 

hecho de que en los últimos años se haya logrado avances en este campo. Si bien estos no son muy 
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evidentes en períodos cortos de tiempo, el balance con respecto a inicios de la década de los 2000 

muestra una clara tendencia a la reducción de alta desigualdad, con lo cual esta dinámica se ha 

constituido en un aspecto distintivo del proceso de desarrollo de América Latina en el último decenio. La 

caída en la desigualdad registrada en la última década del siglo pasado significó un cambio en la 

tendencia que había prevalecido durante al menos los dos decenios anteriores, en los que se venía 

observando un estancamiento de los índices de concentración del ingreso.  

De acuerdo con las cifras más recientes, en 2011 la desigualdad cayó levemente pero de manera 

estadísticamente significativa en Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador y Uruguay, y no se registraron 

deterioros distributivos. En los demás países, incluyendo aquellos donde el índice de Gini es levemente 

más alto que el observado en 2010, los nuevos resultados no son estadísticamente distintos a los del 

año precedente (véase el gráfico II.3). 

 
Gráfico II.3 

AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES): EVOLUCIÓN DEL ÍNDICE DE GINI, 2010-2011
 a

 

 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a
 Datos referidos a áreas urbanas en la Argentina. Los datos de 2010 hacen referencia a valores de 2009 en Brasil y Chile. 

 

Ahora bien, al comparar los resultados recientes con aquellos en torno al año 2002 se verifica una 

marcada tendencia a la mejora distributiva. En el gráfico II.4, la mayoría de países de la región se 

encuentra no solo por debajo de la diagonal, dando cuenta de un menor valor de los índices de 

desigualdad en 2011 que en 2002, sino que además está bastante distante de dicha línea. De 17 países, 

el índice de Gini se redujo a un ritmo de al menos un 1% anual en 9. Aquellos que registraron los 

descensos más significativos incluyen a Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Nicaragua y 

Venezuela (República Bolivariana de), todos ellos con tasas anuales de reducción del Gini superiores al 

2%. Aun cuando Costa Rica y la República Dominicana no vieron mejorados sus indicadores de 

desigualdad, tampoco tuvieron un aumento apreciable de los mismos (véase el gráfico II.4). 

Cabe tener presente que el proceso de mejora distributiva no se vio particularmente afectado por la 

crisis económica iniciada en 2008 y que tuvo su mayor impacto sobre el producto durante 2009. Al igual 
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que con la incidencia de la pobreza, este comportamiento de la distribución durante un episodio cíclico 

lo diferencia del que había prevalecido más frecuentemente en situaciones similares ocurridas en 

décadas anteriores cuando era usual que ellas fuesen acompañadas de desmejoras a veces importantes 

cuya recuperación, por otro lado, demandaban varios años. 

Gráfico II.4 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): EVOLUCIÓN DE LA DESIGUALDAD, 2002- AÑO MÁS RECIENTE

 a
 

Índice de Gini 

 

Índice de Theil 

 
Índice de Atkinson (e=1,5) 

 

 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a 

Datos referidos a áreas urbanas en la Argentina, el Ecuador y el Uruguay. Los datos referidos a 2002 corresponden a dicho año 
excepto en Brasil, El Salvador, Nicaragua, Paraguay y Perú (2001), Argentina (2004) y Chile (2000). Los datos referidos al año 
más reciente corresponden a 2011 excepto en Bolivia (Estado Plurinacional de), Costa Rica y Nicaragua (2009), El Salvador, 
Honduras y México (2010) y Guatemala (2006). 

 

También cabe llamar la atención sobre el contraste entre la mejora distributiva latinoamericana y el 

aumento de la concentración del ingreso en los países desarrollados. De acuerdo con OCDE (2011), el 

coeficiente de Gini para los países de la OCDE pasó de 0,29 a mediados de los ochenta a 0,316 hacia 

finales de los 2000, incrementándose en casi un 10%. Además, este indicador creció de manera 

significativa en 17 de los 22 países con series disponibles de largo plazo. 

La reducción de la desigualdad implica que los ingresos de las personas que más tienen crecieron a un 

menor ritmo que los ingresos de los que tienen menos que ellos. Precisamente, el gráfico II.5 ilustra la 
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tasa de crecimiento de los ingresos reales por percentiles de hogares, ordenados según su ingreso, y 

muestra un incremento porcentual de los ingresos que es inversamente proporcional al nivel de los 

ingresos. Asimismo, el gráfico permite observar que las mejoras distributivas se dieron en un contexto 

en que los ingresos medios crecieron prácticamente para todos los grupos de población. Este 

comportamiento de la distribución es el que permitió lograr una reducción de pobreza adicional a la que 

se hubiera obtenido exclusivamente a partir del crecimiento de los ingresos medios, tanto en los años 

recientes (véase el punto sobre el “efecto crecimiento” y el “efecto distribución” en el capítulo I) como a 

lo largo del último decenio (véase CEPAL, 2011). Ahora bien, llama la atención que en algunos países, 

sobre todo aquellos que tuvieron las disminuciones más importantes de la desigualdad, el ingreso de los 

hogares más ricos experimentó una caída en términos reales.  

Gráfico II.5 
AMÉRICA LATINA (9 PAÍSES): TASA DE CRECIMIENTO ANUAL DEL INGRESO POR PERCENTILES, EN PAÍSES CON 

MAYOR DISMINUCIÓN DE LA DESIGUALDAD, 2002-2011
 a

 
(En porcentajes) 

 
Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a
 Los datos referidos a 2002 corresponden a dicho año excepto en Brasil, El Salvador, Nicaragua y Perú (2001), y Chile (2000). Los datos 

referidos a 2011 corresponden a dicho año excepto en Bolivia (Estado Plurinacional de), El Salvador y Nicaragua (2009). 
b 

Áreas urbanas. 

 

2. DESIGUALDAD DE LOS INGRESOS LABORALES 
Los ingresos del trabajo remunerado constituyen la fuente más importante de los ingresos de los 

hogares y representan en promedio las tres cuartas partes de ellos. Asimismo, la mayor parte de la 

desigualdad del ingreso está determinada por la desigualdad de la distribución de los ingresos laborales. 

Ello hace relevante prestar una atención especial a esta fuente de ingreso (CEPAL, 2011). 

Al nivel regional, el promedio simple del índice de Gini para los ingresos laborales de los ocupados es 
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cuanto a la relación entre los grados de concentración de ambas variables. En la mitad de los países 

analizados la desigualdad del ingreso per cápita es mayor a la del ingreso laboral por ocupado. Entre 

ellos, las diferencias más notables se registran en Argentina y la República Bolivariana de Venezuela, 

donde alcanzan casi una décima del índice de Gini (véase el gráfico II.6). 

Gráfico II.6 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): ÍNDICE DE GINI DEL INGRESO LABORAL POR OCUPADO Y DEL INGRESO PER 

CÁPITA, AÑO MÁS RECIENTE
 a

 

 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a
 Los datos corresponden al año 2011, excepto en Bolivia (Estado Plurinacional de) (2009), El Salvador (2010), Guatemala 

(2006), Honduras(2010), México (2010) y Nicaragua (2009).  
b
 Áreas urbanas. 

c
 Promedio simple. 

 

Un examen al interior de los ingresos laborales permite apreciar que el grado de desigualdad varía 

apreciablemente según la categoría ocupacional de la persona ocupada. En efecto, en todos los países 

analizados, los sueldos y salarios recibidos por las personas en condición de dependencia tienen un 

menor índice de Gini que las remuneraciones de quienes trabajan por cuenta propia (véase el 

gráfico II.7). 

La más desigual distribución de los ingresos de los trabajadores independientes refleja la marcada 

heterogeneidad del arco de actividades que ellos desempeñan. Ellas abarcan desde las desarrolladas por 

personas de baja calificación, de manera informal y en contextos de muy baja productividad, hasta 

profesionales, o socios, de establecimientos formales grandes o medianos.  

Dada la alta proporción del nivel de desigualdad del ingreso per cápita total que explican los 

provenientes del trabajo, no es de extrañar que estos también hayan sido la fuente que más ha 

contribuido a la mejora distributiva entre 2002 y 2011. En efecto, los cambios en el coeficiente de Gini 

de la distribución de ambos tipos de ingreso han sido muy parecidos en todos los países considerados 

salvo un par de casos. 
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Gráfico II.7 

AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): ÍNDICE DE GINI DE LOS SUELDOS Y SALARIOS Y GANANCIAS DE LOS 
INDEPENDIENTES, AÑO MÁS RECIENTE

 a
 

 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a
 Los datos corresponden al año 2011, excepto en Bolivia (Estado Plurinacional de) (2009), El Salvador (2010), Guatemala 

(2006), Honduras(2010), México (2010) y Nicaragua (2009).  

 

En la mayoría de los países analizados se observa que las disminuciones de los coeficientes de Gini de los 

sueldos y salarios han sido más intensas que las exhibidas por los de las ganancias (o el aumento resultó 

menor). Sólo en México, Argentina, Chile y Costa Rica se verificó la situación contraria. Incluso, en casos 

como Bolivia (Estado Plurinacional de) y El Salvador, la baja en la concentración de las remuneraciones 

de los asalariados compensó crecimientos de la de ganancias, situación opuesta a la observable para el 

caso de México (véase el gráfico II.8). 

Diversos factores habrían contribuido a la generalizada disminución de la desigualdad de los sueldos y 

salarios. Entre aquellos que mencionan más frecuentemente los estudios disponibles cabe señalar la 

desaceleración del crecimiento de la oferta laboral de los menos calificados, cierta disminución de los 

efectos del cambio técnico sobre la demanda de trabajadores más calificados, aumento de los puestos 

asalariados formales y a los efectos de las políticas laborales y de ingresos implementadas en varios países. 
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Gráfico II.8 
AMÉRICA LATINA (17 PAÍSES): EVOLUCIÓN DEL ÍNDICE DE GINI DE LOS INGRESOS LABORALES,  

2008-2011
 a

 
(En porcentajes) 

 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a
 Los datos referidos a 2008 corresponden a dicho año excepto en Argentina (2006), Bolivia (Est. Pluri. de) (2007), Chile (2006), 

El Salvador (2004), Honduras (2007) y Nicaragua (2005). Los datos referidos al 2011 corresponden a dicho año excepto en 
Bolivia (Estado Plurinacional de), Costa Rica y Nicaragua (2009), El Salvador, Honduras y México (2010). 
b 

Áreas urbanas. 

 

3. PERFILES DE LOS OCUPADOS 
La ubicación de los ocupados a lo largo de la distribución del ingreso no es un fenómeno aleatorio; por el 

contrario, los diversos estratos exhiben perfiles bien diferenciados en término de distintas variables 

asociadas a los individuos, sean ellas características personales u otras ligadas a su inserción en el 

aparato productivo. 

La edad media de los ocupados aparece claramente asociada a los ingresos en tanto la participación de 

los tramos que agrupan a personas de más edad va aumentando a medida que se pasa de los quintiles 

de menor a mayor ingreso. Este aparece como una relación derivada tanto del hecho que la curva de 

ingresos a lo largo del ciclo de vida tiende a ser creciente como a que los hogares más pobres suelen 

contener mayor cantidad de jóvenes (véase el gráfico II.9). 

Similar asociación positiva se presenta en el caso de la educación, relación ampliamente analizada y 

documentada ya que uno de los resultados más típicos de los análisis distributivos es que el nivel 

educativo constituye la variable individual que más explica la variación en los niveles de ingreso 

entre las personas. 

  

-10.0
-8.0
-6.0
-4.0
-2.0
0.0
2.0
4.0
6.0

M
é

xi
co

Ec
u

ad
o

r

U
ru

gu
ay

V
e

n
e

zu
e

la
 (R

e
p.

B
ol

. d
e)

A
rg

e
n

ti
n

a 
b

/

N
ic

ar
ag

u
a

P
e

rú

C
h

il
e

B
o

li
vi

a 
(E

st
. P

lu
ri

. d
e)

C
o

lo
m

b
ia

B
ra

si
l

El
 S

al
va

d
o

r

H
o

n
d

u
ra

s

P
an

am
á

R
e

p
ú

b
li

ca
 D

o
m

in
ic

an
a

C
o

st
a 

R
ic

a

P
ar

ag
u

ay

Ingreso per cápita Ingresos laborales Sueldos y salarios Ganancias de los independientes



11 

Gráfico II.9 
AMÉRICA LATINA: PERFIL DE LOS OCUPADOS POR QUINTILES DE INGRESO LABORAL DE LOS OCUPADOS,  

AÑO MÁS RECIENTE
 a

 
(En porcentajes) 
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Gráfico II.9 (conclusión) 

Calificación 

 
 

Tamaño del establecimiento 

 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a
 Los datos referidos al año más reciente corresponden a 2011 excepto en Bolivia (Estado Plurinacional de), Costa Rica y 

Nicaragua (2009), El Salvador, Honduras y México (2010) y Guatemala (2006). 

 

Pero la forma en que el ocupado se inserta en el aparato producto también afecta sus ingresos. El 

análisis de las estructura de los quintiles según algunas dimensiones relevantes brinda ciertas 

evidencias al respecto. Así, en el gráfico II.9 se observa que los asalariados y los empleadores van 

ganando peso relativo a medidas que se pasa a los deciles más elevados. Por el contrario, reducen su 

participación los trabajadores por cuenta propia, el servicio doméstico y los trabajadores familiares no 

remunerados. Esta situación se deriva de la elevada heterogeneidad estructural que caracteriza a 

América Latina y que lleva a que muchos trabajadores desarrollen actividades de manera 

independiente, de baja productividad y que generan ingresos reducidos. Tal fenómeno obedecería 

tanto a limitaciones para lograr incorporarse a empresas formales como a las que se enfrentan para 

elevar la productividad —y por tanto los ingresos— de sus actividades. Estas misma situaciones se ven 

reflejadas al analizar la composición de los quintiles según tamaño del establecimiento donde el 

ocupado trabaja. En efecto, a medida que se va pasando a quintiles más elevados se reduce la 

proporción de aquellos que se desempeñan en establecimientos pequeños. 

En las estructuras de los quintiles de acuerdo a la rama de actividad en la que trabaja el ocupado se 

aprecia la asociación negativa con el ingreso que tiene el peso relativo de la agricultura y la 

construcción, mientras que un comportamiento inverso exhibe la industria manufacturera, los servicios 

financieros y la administración pública y servicios sociales. La participación de las actividades 

comerciales no muestra variaciones significativas entre el segundo y quinto quintil, aunque es más baja 

en el primero.  

Una dimensión que se encuentra muy asociada a la educación es la de los tipos de ocupación que 

desempeña el individuo en tanto ellos suelen estar asociados –aunque no exclusivamente– a ciertos 

niveles de la escolaridad formal. En efecto, en el gráfico se advierte la persistente reducción de la 

proporción de ocupados no calificados a medida que se transita de los quintiles de menores a mayores 

ingresos, y lo mismo acontece con los ocupados en tareas agrícolas.  
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Se hizo referencia recién a la asociación existente entre educación y tipo de ocupación; sin embargo, 

debe notarse que, quizás de manera más indirecta, también se pueden identificar influencias mutuas 

entre las otras dimensiones. Así, por ejemplo, el hecho que quienes trabajan en unidades de baja 

productividad o en establecimiento pequeños se concentren en los quintiles más bajos puede 

obedecer a que en ellos es preponderante la presencia de personas con bajo nivel de educación. En 

un caso extremo, todas las diferencias de ingresos entre los estratos de aquellas dimensiones —o los 

cambios de las composiciones de los quintiles de acuerdo a esas dimensiones— podrían obedecer a 

las distintas estructuras educativas de esos estratos. Existe, sin embargo, evidencia que señala que las 

variables que reflejan diferentes características de la estructura productiva –como las dos recién 

mencionadas– contribuyen, independientemente de la educación, a explicar las diferencias de 

ingresos entre ocupados. 

B. PERCEPCIONES DISTRIBUTIVAS Y DESCONFIANZA CIUDADANA: 

EVOLUCIÓN RECIENTE Y FACTORES ASOCIADOS 
A pesar de algunos avances recientes, los países de América Latina todavía están atrapados en 

un círculo vicioso de alta desigualdad objetiva, de una fuerte desconfianza en las instituciones y 

de altas percepciones de injusticia. Estas percepciones negativas pueden dificultar un pacto 

social tendiente a la igualdad, y deben ser tomadas en cuenta en cualquier estrategia que busque 

ampliar garantías y derechos básicos a la población. 

Luego de una caída del PIB en 2001 y 2002, América Latina experimentó entre 2003 y 2008 un 

crecimiento económico sostenido, el que se detuvo bruscamente en 2009, se reanudó en 2010 y siguió 

en dicha senda en el 2011, aunque a menor ritmo. A su vez, la mayoría de los países incrementó su gasto 

público social, que pasó, a nivel regional, de un 12.3% del PIB en 2001 a 14.9% en 20091. Como resultado 

de la mayor actividad económica, y en menor medida del aumento de las transferencias públicas, a 

partir del 2002 se verificó una baja de la pobreza en la región, y entre 2002 y 2011 se observó una leve 

reducción de la desigualdad en la distribución del ingreso, más significativa en algunos países que en 

otros (véanse las secciones anteriores de este capítulo).  

Cabe preguntarse sí la verificación de condiciones económicas y sociales más favorables durante los 

últimos años ha sido acompañada por una baja en las percepciones de inequidad distributiva y en la 

desconfianza ciudadana, las cuales han presentado niveles muy altos en el pasado reciente (CEPAL, 

2009, 2010). Así, en esta nota se examina la evolución reciente de las percepciones de injusticia 

distributiva y la desconfianza en las instituciones políticas y del estado, y se explora su relación con el 

comportamiento de indicadores objetivos de desigualdad, de gasto público social y de crecimiento 

económico en los países de la región. 

                                                           
1
  Promedios simples para 18 países en 2001 y para 16 países en 2009 (no incluye a la República Bolivariana de 

Venezuela y al Estado Plurinacional de Bolivia). 
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1. EVOLUCIÓN RECIENTE DE LAS PERCEPCIONES DISTRIBUTIVAS Y DE LA 

DESCONFIANZA CIUDADANA 
Investigaciones previas han mostrado que las percepciones de los latinoamericanos sobre la justicia 

distributiva en sus países son muy negativas (CEPAL, 2009, 2010). Este panorama se mantenía en 2011, 

dado que el 79% de la población regional opinaba que la distribución del ingreso en su país es muy 

injusta o injusta (véase el gráfico II.10). Cabe notar la poca variabilidad en las percepciones distributivas 

a escala regional entre 2009 y 2011, período en el cual la proporción de población que opina que la 

distribución es muy injusta o injusta aumentó en 1 punto porcentual2.  

 
Gráfico II.10 

AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): PERCEPCIÓN DE QUE LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO ES INJUSTA O MUY INJUSTA, 
1997-2011

 a b
 

(porcentajes, promedios simples) 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales de la base de datos Latinobarómetro 1997, 2002, 2007, 2009, 2010 y 2011.  
a
 La pregunta utilizada en todos los años fue: “¿cuán justa cree Ud. es la distribución del ingreso en su país?”.  

b
 República Dominicana disponible desde el 2004. 

 

Los principales cambios en las percepciones distributivas tuvieron lugar entre 1997 y 2002 y 

principalmente entre 2002 y 2007, y siguieron la dirección del ciclo económico. Entre 1997 y 2002, las 

percepciones empeoraron, lo cual significó que al 2002, un 87% de la población opinó que la distribución 

es injusta o muy injusta, 7 puntos porcentuales sobre el valor de 1997. En cambio, entre 2002 y 2007, 

periodo en el cual los países experimentaron un fuerte crecimiento económico, las percepciones 

mejoraron; en 2007, el porcentaje de población que opina que la distribución es muy injusta o injusta 

descendió 9 puntos porcentuales en comparación a 2002. 

                                                           
2
  No se puede establecer de modo estricto la significación estadística de la diferencia regional entre 2009 y 2011, 

porque hasta el momento no está disponible el Informe Metodológico para la Ronda 2011 del 
Latinobarómetro. Además, se debe notar que en dicho estudio, las muestras se obtienen de modo 
independiente para cada país, con errores de muestreo distintos. En todo caso, los errores de muestreo para 
los países en la ronda 2009 fluctuaron entre el 2.8% y el 3.1%. De mantenerse estos errores al 2011, una 
diferencia de 1 punto porcentual caería dentro del error de muestreo. 
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Al 2011, Chile presentaba la peor situación, puesto que un 94% de la población opinaba que la 

distribución del ingreso era muy injusta o injusta (véase el gráfico II.11). Este porcentaje, el cuarto más 

alto en 106 observaciones sobre 18 países de América Latina en 6 rondas/años3, debería ser analizado 

con mayor detenimiento (para un análisis más detallado del caso de Chile, véase el estudio del PNUD, 

2012), puesto que Chile en 2011 era el país con el más alto PIB por habitante en la región, pero 

mantenía niveles altos de desigualdad y evidenciaba un gasto público social inferior al de países con un 

producto menos elevado. Y aunque las percepciones distributivas no variaron tanto en Chile si se toma 

como referencia el 2002, si lo hicieron en el tramo temporal más reciente; en 2011, la proporción de 

población que opinó que la distribución era injusta o muy injusta fue 9 puntos porcentuales superior al 

valor 2009 (tasa de variación de 11%). 

 

Gráfico II.11 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): PERCEPCIÓN DE INJUSTICIA EN LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO POR PAÍSES

 a
, 2011  

(porcentajes y tasas de variación
 b

) 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 1997, 2002, 2007, 2009 y 2011. 
a 

Considera la suma de los porcentajes de personas que respondieron que la distribución es muy injusta o injusta. 
b
 Se estima a partir de la siguiente fórmula: TV = ((% 2011- % 2002)/ (% 2002)*100. 

 

Después de Chile, en 2011 República Dominicana, Colombia y Honduras evidenciaban los mayores 

porcentajes de población que cree que la distribución del ingreso es injusta o muy injusta. En la 

situación opuesta estaba Ecuador, país en el cual un 56% de los entrevistados afirmó que la distribución 

del ingreso es muy injusta o injusta, seguido por Panamá, la República Bolivariana de Venezuela y 

Uruguay. Entre 2002 y 2011, los países con las mayores bajas en el porcentaje de población que opina 

que la distribución del ingreso es muy injusta o injusta fueron Ecuador (-36%), Panamá (-28%) y Uruguay 

(-22%). Estos tres países exhibían una alta incidencia de las percepciones de injusticia en 2002 (88%, 92% 

y 92% respectivamente). A su vez, las mayores alzas en el tramo 2009-2011 se verificaron en República 

Dominicana y el Estado Plurinacional de Bolivia (tasas de variación de 28% y 22% respectivamente). 

                                                           
3
 Los 3 valores más altos se observaron en Argentina (2002, 1997 y 2009). La cifra apreciada en Chile en 2011 es 

la cuarta en toda la serie, posición que comparte con el valor verificado en Paraguay en 2007. 
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La evolución de la desconfianza en las instituciones políticas y del estado en América Latina durante el 

período 1996-2011 fue similar a la de las percepciones de injusticia distributiva, pero con mayor 

variabilidad, lo cual puede atribuirse, en parte, al mayor número de observaciones contenidas en la 

serie. En el gráfico II.12 se aprecia un incremento de la desconfianza desde 1997 hasta 2003, una 

reducción significativa entre 2003 y 2004 (15 puntos porcentuales menos) y una disminución menos 

pronunciada entre 2004 y 2006 (caída de 4 puntos porcentuales). Esta última tendencia se detuvo en 

2007 y 2008, para dar lugar a una nueva baja entre 2008 y 2009 y a un aumento leve entre 2009 y 2011. 

Así, y a pesar de las tendencias favorables apreciadas principalmente entre 2003 y 2006, en 2011 seis de 

cada diez latinoamericanos confiaban poco o nada en las instituciones políticas y del estado, lo cual 

todavía es un valor muy alto.  

Gráfico II.12 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DESCONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES POLÍTICAS Y DEL ESTADO, 1996-2011,

 a b
 

(porcentajes, promedios simples) 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales bases de datos Latinobarómetro 1996 a 2011. 
a
 Incluye la confianza en el poder legislativo (congreso), poder judicial y partidos políticos. Para cada institución, se solicitó a las 

personas que las evaluaran en una escala ordinal, con los siguientes valores: 1) Mucha, 2) Alguna, 3) Poca y 4) Ninguna. Las 
respuestas a las tres preguntas se promediaron, y se consideró como poca o ninguna confianza a los valores desde 3 a 4. 
b 

República Dominicana disponible desde el 2004. 
 

Al desagregar por países, Perú presentaba la peor situación en 2011, puesto que un 77% de la población 

confiaba poco o nada en las instituciones, seguido por Guatemala, Honduras y Chile. Las menores 

incidencias de la desconfianza en 2011 se observaron en Uruguay, la República Bolivariana de Venezuela 

y Ecuador (35%, 49% y 50% respectivamente). Al comparar la situación en 2003 con la del 2011, en el 

gráfico II.13 se constata que en 17 de 18 países se redujo la desconfianza en las instituciones. Las 

disminuciones más relevantes tuvieron lugar en Uruguay, Ecuador y la República Bolivariana de 

Venezuela, mientras que los países con las menores tasas de reducción de la desconfianza fueron Brasil 

y Chile. En el tramo 2009-2011, las mayores reducciones de la desconfianza se observaron en Ecuador, 

Argentina y Nicaragua, mientras que los incrementos más importantes se apreciaron en Costa Rica, 

República Dominicana, Chile y El Salvador.  
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Gráfico II.13 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DESCONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES POR PAÍSES, 2011

 a
 

(porcentajes y tasas de variación
 b

) 
 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro. 
a
 Incluye la confianza en el poder legislativo (congreso), poder judicial y partidos políticos. Para cada institución, se solicitó a las 

personas que las evaluaran en una escala ordinal, con los siguientes valores: 1) Mucha, 2) Alguna, 3) Poca y 4) Ninguna. Las 
respuestas a las tres preguntas se promediaron, y se consideró como poca o ninguna confianza a los valores promedio desde 3 a 4. 
b
 Se estima a partir de la siguiente fórmula: TV = ((% 2011- % 2002)/ (% 2002)*100. 

 

 

A su vez, se debe tener muy en cuenta la asociación significativa (correlación de Pearson=0.53) entre la 

percepción de injusticia en la distribución del ingreso y la desconfianza en las instituciones a lo largo de 

1997-2011 (véanse los gráficos II.14 y II.15). Esta correlación, ya documentada por CEPAL (2009, 2010) 

en base a micro datos, se sostiene al analizar los valores agregados por países a lo largo de 6 rondas del 

Latinobarómetro. Entre 1997 y 2011, algunos países presentaron sistemáticamente menos desconfianza 

y percepciones de injusticia más bajas (Venezuela, Costa Rica y Uruguay), otros evidenciaron valores 

intermedios (México y Colombia) y también hubo países (Argentina, Guatemala y particularmente Perú) 

que manifestaron en todo el período niveles muy altos de injusticia percibida y de desconfianza. La 

asociación entre desconfianza y percepción de injusticia también es significativa al explorar las 

trayectorias individuales de 8 países entre 1997 y 20114, lo cual significa que en dichos países, un cambio 

en uno de estos indicadores se vinculó a una variación del mismo signo en el otro. 

  

                                                           
4
  Rho de Spearman (prueba no paramétrica) significativo para Argentina (0.812, p = 0.050*), Colombia (0.868, 

p=0.025*), Honduras (0.820, p=0.046*), México (0.956, p=0.003**), Nicaragua (0.986, p=0.000***), Panamá 
(0.841, p=0.036*), Uruguay (0.841, p=0.036*) y la República Bolivariana de Venezuela (0.886, p=0.019*). 
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Gráfico II.14 
AMÉRICA DEL SUR (10 PAÍSES): PERCEPCIÓN DE QUE LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO ES INJUSTA Y 

DESCONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES, 1997-2011
 a b

 
(porcentajes) 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 1997, 2002, 2007, 2009, 2010 y 2011.  
a
. Considera la suma de los porcentajes de personas que respondieron que la distribución del ingreso es muy injusta o injusta en el país. 

b
. Incluye la confianza en el poder legislativo (congreso), poder judicial y partidos políticos. Para cada institución, se solicitó a las 

personas que las evaluaran en una escala ordinal, con los siguientes valores: 1) Mucha, 2) Alguna, 3) Poca y 4) Ninguna. Las 
respuestas de las personas a las tres preguntas se promediaron y recodificaron, y se consideró como poca o ninguna confianza 
las respuestas con valores entre 3 y 4. 
 

Gráfico II.15 
AMÉRICA CENTRAL Y MÉXICO (8 PAÍSES): PERCEPCIÓN DE QUE LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO ES INJUSTA Y 

DESCONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES, 1997-2011
 a b

 
(porcentajes) 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 1997, 2002, 2007, 2009, 2010 y 2011.  
a
. Considera la suma de los porcentajes de personas que respondieron que la distribución del ingreso es muy injusta o injusta en el país. 

b
. Incluye la confianza en el poder legislativo (congreso), poder judicial y partidos políticos. Para cada institución, se solicitó a las 

personas que las evaluaran en una escala ordinal, con los siguientes valores: 1) Mucha, 2) Alguna, 3) Poca y 4) Ninguna. Las 
respuestas de las personas a las tres preguntas se promediaron y recodificaron, y se consideró como poca o ninguna confianza 
las respuestas con valores entre 3 y 4.  
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En suma, se ha visto que tanto las percepciones de injusticia distributiva como la desconfianza en las 

instituciones presentan valores aún muy altos en la región, y que además, estos sentimientos de 

malestar están correlacionados. Sin embargo, estos datos podrían desdramatizarse en una perspectiva 

comparada, si es que estas percepciones negativas fueran igualmente prevalentes en las distintas 

regiones del mundo. Lamentablemente, por la falta de datos comparables no es factible verificar esta 

hipótesis para el malestar con la distribución del ingreso, pero si se puede efectuar un ejercicio 

preliminar tomando como referencia la desconfianza en las instituciones políticas. En el gráfico II.16 se 

aprecia que en 2000/2009, las opiniones críticas acerca de los partidos políticos y los poderes legislativo 

y judicial fueron más prevalentes en las poblaciones de los países de América Latina y de Europa del 

Este5, y alcanzaron menores incidencias en los otros grupos de países analizados. Y aunque no es posible 

ser concluyente respecto a las diferencias observadas entre las distintas regiones del planeta debido a 

las limitaciones de datos6, la información que se provee en el gráfico II.16 permite ilustrar la relevancia 

del problema en los países de América Latina, visto esta vez desde una perspectiva de comparación 

interregional. 

                                                           
5
  La historia del malestar en América Latina y Europa del Este puede tener que ver con la frustración, luego de un 

corto período de “luna de miel”, por el incumplimiento de las expectativas de bienestar que vinieron junto a la 
democracia. Un caso ilustrativo es Chile: en 1990, año del retorno a la democracia, un 27% de la población 
confiaba poco o nada en las instituciones políticas; en 1996, este porcentaje llegó a 51% (estimación propia en 
base a los datos de la Encuesta Mundial de Valores). 

6
  En ninguno de los grupos hay una representación completa de todos los países. También hay vacíos en la serie, 

que implican que para algunos países se tiene solo una observación (esto último hace que los promedios 
2000/2009 para Europa Continental y Asia cambien, si es que estiman en base a países para los cuales hay 
disponibles dos mediciones). Estos elementos hacen que los promedios estimados tengan un valor ilustrativo. 
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Gráfico II.16 
AMÉRICA LATINA Y CARIBE Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO (57 PAÍSES): DESCONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES 

POLÍTICAS Y DEL ESTADO, 1990/1999 Y 2000/2009
 a

 
(porcentajes, promedios simples) 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales de la base de datos de la Encuesta Mundial de Valores 1981-2009. 
a
 En la Encuesta Mundial de Valores se consulta por la confianza en los partidos políticos, el parlamento y el sistema de justicia. 

Para cada institución, se solicita a las personas que señalen cuánta confianza tienen en cada institución en la siguiente escala: 
1) Mucha, 2) Alguna, 3) Poca y 4) Ninguna. Las respuestas a las tres preguntas se promediaron, y se consideró como poca o 
ninguna confianza a los valores desde 3 a 4. 
b.

 Incluye a Finlandia (1996 y 2005), Noruega (1996 y 2007) y Suecia (1996 y 2006). 
c
. Incluye a Francia (2006), Alemania (1997 y 2006), Italia (2005), Holanda (2006), España (promedio simple 1990-1995 y 2007) y 

Suiza (1996 y 2007). 
d
. Incluye a Estados Unidos (1995 y 2006), Gran Bretaña (2005), Nueva Zelanda (1998 y 2004) y Australia (1995 y 2005). 

e
. Incluye a Albania (1998), Bosnia y Herzegovina (1998), Bulgaria (1997 y 2006), Bielorrusia (promedio simple 1990-1996), 

Croacia (1996), República Checa (promedio simple 1990-1998), Estonia (1996), Hungría (1998), Latvia (1996), Lituania (1997), 
Moldavia (1996 y 2006), Polonia (1997 y 2005), Rumania (1998 y 2005), Federación Rusa (promedio simple 1990-1995 y 2006), 
Eslovaquia (promedio simple 1990-1998), Eslovenia (1995 y 2005), Ucrania (1996 y 2006), Macedonia (1998) y Serbia (Serbia y 
Montenegro 1996 y 2006). 
f
. Incluye a Argentina (1995 y 2006), Brasil (1997 y 2006), Chile (promedio simple 1990-1996 y 2006), Colombia (promedio 
simple 1997-1998 y 2005), República Dominicana (1996), El Salvador (1999), México (promedio simple 1990-1996 y 2005), Perú 
(1996 y 2006), Puerto Rico (1995), Trinidad y Tobago (2006), Uruguay (1996 y 2006) y la República Bolivariana de Venezuela 
(1996). 
g
. Incluye a Azerbaiyán (1997), Armenia (1997), Taiwán (1994 y 2006), Georgia (1996 y 2009), India (promedio simple 1990-1995 

y 2006), Indonesia (2006), Irán (2007), Japón (1995 y 2005), Jordania (2007), Corea del Sur (1996 y 2005), Malasia (2006), 
Filipinas (1996) y Tailandia (2007). 
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2. PERCEPCIONES  Y FACTORES OBJETIVOS 
La exploración de las relaciones entre las medidas de percepciones y los indicadores objetivos de 

desigualdad, gasto público social y crecimiento económico requiere tomar resguardos, por las 

limitaciones de la información y por la insuficiencia de los marcos conceptuales disponibles. Un primer 

dilema es si los indicadores subjetivos deben ser considerados como variables dependientes o 

independientes, puesto que existen argumentos para sustentar cualquiera de las dos especificaciones 

(por ejemplo, una hipótesis plausible es que ante un aumento del malestar, los gobiernos podrían 

incrementar el gasto público). En este trabajo, se optó por definir a los indicadores de percepciones 

como variables dependientes, debido a que el comportamiento del gasto público social puede estar 

determinado por factores endógenos a las instituciones, y también por la evidencia de otras regiones, 

que muestra que la opinión pública “reacciona” ante cambios en el ambiente socioeconómico (véase el 

recuadro II.2). Además, los sentimientos de malestar no siempre se expresarán en demandas por 

redistribución, y algunos análisis preliminares indican poca base empírica en la región para esperar 

efectos inmediatos del malestar de la opinión pública en el comportamiento del gasto7. 
 

Como se señaló antes, interesa contrastar la relación entre los indicadores de percepciones distributivas 

y de desconfianza ciudadana y medidas objetivas de desigualdad, de la incidencia del gasto público 

social y el crecimiento económico. En cuanto a la desigualdad, se prefirió el coeficiente Gini, debido a 

que es uno de los indicadores de desigualdad más ampliamente usados en los estudios internacionales 

que han explorado las relaciones entre medidas objetivas y subjetivas de bienestar y de inequidad. A su 

vez, se prefirió el gasto público social como % del PIB en lugar del gasto social por habitante, para 

mantener la comparabilidad con los estudios de otras regiones y para evitar problemas de co linealidad 

entre el gasto social por habitante y el PIB por habitante8. También es de interés explorar si las 

relaciones existentes entre los indicadores de percepciones y objetivos difieren por grupos de países 

clasificados por la robustez de sus sistemas de protección social, entendida como el grado de 

institucionalización y de cobertura del sistema9. Esto bajo la hipótesis de que la población de los países 

con sistemas más robustos podría tener estándares más exigentes para evaluar a las instituciones (o una 

mayor conciencia crítica). Un grupo aparte está conformado por la República Bolivariana de Venezuela, 

Ecuador y el Estado Plurinacional de Bolivia, dado que la relación entre indicadores objetivos y de 

malestar con las instituciones podría ser diferente al resto de la región, por las particularidades de los 

procesos políticos e institucionales que han tenido lugar en esos países en los últimos años (para más 

detalles, véase CEPAL, 2010). 

                                                           
7
  El análisis de la asociación entre las percepciones de desigualdad en el año “x” y el gasto social en el año “x+1”, 

controlando por el PIB por habitante en el año “x”, muestra que es el PIB por habitante en el año “x” (b=0.305, 
p=0.018*, n=59), y no la percepción de injusticia distributiva (b =0.171, p=0.176), el factor que incide en el 
gasto público social en el año x + 1 en la región. Al replicar este ejercicio considerando a la desconfianza en las 
instituciones (n=177), una mayor desconfianza en el año “x” se asocia a una caída en el gasto público social en 
el año “x+1” (b=-0.289, p=0.000***). 

8
  Este problema se verifica cuando los predictores están muy correlacionados. Esto afecta a los modelos de 

regresión, puesto que la influencia de cada uno de los predictores no puede distinguirse. 
9
  Véase el cuadro 3 del anexo. 
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Se construyó un modelo inicial de regresión OLS que incluye como variable dependiente a las 

percepciones distributivas, y como predictores al coeficiente Gini, la variación del PIB, el PIB por 

habitante y el gasto público social como % del PIB. Los resultados detallados se exponen en el cuadro 1 

del anexo, e indican que la percepción de injusticia distributiva se asocia significativamente solo con el 

coeficiente Gini. En tanto se incrementa la desigualdad objetiva en la distribución del ingreso, crecen las 

percepciones de injusticia distributiva (véase el gráfico II.17). Algunos países que presentaron entre 

1997-2010 niveles objetivos de desigualdad más bajos, como Uruguay, la República Bolivariana de 

Venezuela y Costa Rica, también evidenciaron una menor incidencia de percepciones de injusticia 

distributiva. Brasil, Argentina, Colombia y Chile, que experimentaron en el mismo tramo temporal 

coeficientes Gini más elevados, presentaron también una mayor incidencia de las valoraciones negativas 

de la distribución del ingreso. Se debe notar que la correlación significativa observada entre las 

percepciones distributivas y el coeficiente Gini difiere del resultado reportado por CEPAL (2010), lo cual 

puede deberse a diferencias en la estrategia de análisis (en aquel estudio se examinaron relaciones 

entre cambios en las percepciones distributivas y en la desigualdad monetaria) y principalmente a las 

pocas observaciones disponibles al momento de realización de dicha investigación.  

A su vez, al controlar por la robustez de los sistemas de protección social, en el gráfico II.17 se aprecia 

que la asociación entre la desigualdad objetiva y las percepciones distributivas mantiene su significación 

en los países con regímenes más robustos y en la República Bolivariana de Venezuela, el Estado 

Plurinacional de Bolivia y Ecuador, y no es significativa en los países con sistemas menos robustos. La 

inexistencia de asociación en este último grupo puede deberse a las menores variaciones en el 

coeficiente Gini (valores mínimo y máximo de 0.45 y 0.59), en comparación a lo verificado en los países 

con sistemas más robustos (valores mínimo y máximo de 0.42 y 0.64) y en el grupo conformado por la 

República Boliviariana de Venezuela, el Estado Plurinacional de Bolivia y Ecuador (valores mínimo y 

máximo de 0.39 y 0.61), aun cuando también pueden incidir de modo sustancial factores vinculados a 

las características particulares de la opinión pública y a las especificidades de los procesos político-

institucionales en cada uno de los grupos de países. 
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Gráfico II.17 

AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): PERCEPCIÓN DE QUE LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO ES INJUSTA Y COEFICIENTE 
GINI POR GRUPOS DE PAÍSES

 a b c
, 1997-2010  

(porcentajes) 

  

  

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 1997, 2002, 2007, 2009 y 2010 y CEPALSTAT, 
(http://websie.eclac.cl/infest/ajax/cepalstat.asp?carpeta=estadisticas). 
a
. Considera la suma de los porcentajes de personas que respondieron que la distribución del ingreso es muy injusta o injusta en 

el país. 
b
. Clasificación cualitativa efectuada en base a las tipologías de regímenes de bienestar en América Latina desarrolladas por 

Mesa Lago (2004), Filgueira (2001, 2005), Barba (2004), Huber y Stephens (2005, cit. en Del Valle, 2008), Martínez Franzoni 
(2007) y Marcel y Rivera (2008). Los criterios de robustez son el grado de institucionalización y la cobertura. La República 
Bolivariana de Venezuela, Ecuador y el Estado Plurinacional de Bolivia fueron considerados aparte, por las particularidades que 
presentan los procesos políticos de dichos países. Sistemas más robustos: Uruguay, Costa Rica, Argentina, Chile, Brasil, México, 
Panamá, Colombia y Perú. Sistemas menos robustos: Guatemala, República Dominicana, El Salvador, Honduras, Nicaragua y 
Paraguay. 
c
. Los coeficientes de regresión, su significación y número de observaciones son; Sistemas más robustos (b=0.428, p=0.005**, 

n= 42); Venezuela, Ecuador y Bolivia (b=0.667, p = 0.013*, n=13); Sistemas menos robustos (b=0.012, p = 0.959, n=22). 

 

El mismo procedimiento empleado para las percepciones distributivas se utilizó para analizar la 

desconfianza en las instituciones políticas y del estado. Los resultados indican que la desconfianza se 

asocia significativamente con el coeficiente Gini y con el gasto público como % del PIB, y no con los 

indicadores de crecimiento económico (PIB por habitante y tasa de variación del PIB) (para detalles, 

véase el cuadro 2 en anexo). La desconfianza en las instituciones aumenta cuando se incrementa el 
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coeficiente Gini, y disminuye cuando crece el gasto público social como % del PIB. Al replicar el análisis 

controlando por la robustez de los sistemas de protección social, la significación de la relación 

desconfianza-desigualdad objetiva se sostiene en los países con sistemas más robustos y en Venezuela, 

Bolivia y Ecuador, y no se verifica en los países con sistemas de protección menos robustos (véase el 

gráfico II.18). En cuanto a la asociación gasto social como % del PIB y confianza, esta se sostiene solo 

para el grupo de países con sistemas de protección social más robustos (véase el gráfico II.19). 

Gráfico II.18 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DESCONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES Y COEFICIENTE GINI POR GRUPOS DE 

PAÍSES 
a b c

, 1997-2010 
(proporciones) 

 
 

 

 
 

 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 1997, 2000, 2002, 2004, 2005, 2006, 2007, 2008, 2009 y 
2010 y CEPALSTAT, (http://websie.eclac.cl/infest/ajax/cepalstat.asp?carpeta=estadisticas). 
a
.Incluye la confianza en el poder legislativo (congreso), poder judicial y partidos políticos. Para cada institución, se solicitó a las 

personas que las evaluaran en la siguiente escala: 1) Mucha, 2) Alguna, 3) Poca y 4) Ninguna. Las respuestas se promediaron. Se 
consideró como poca o ninguna confianza los promedios entre 3 y 4. 
b
. Clasificación efectuada en base a las tipologías de regímenes de bienestar en América Latina desarrolladas por Mesa Lago 

(2004), Filgueira (2001, 2005), Barba (2004), Huber y Stephens (2005, cit. en Del Valle, 2008), Martínez Franzoni (2007) y Marcel 
y Rivera (2008). La República Bolivariana de Venezuela, Ecuador y el Estado Plurinacional de Bolivia no fueron incluidos en el 
ejercicio de clasificación. Sistemas más robustos: Uruguay, Costa Rica, Argentina, Chile, Brasil, México, Panamá, Colombia y 
Perú. Sistemas menos robustos: Guatemala, República Dominicana, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Paraguay.  
c
. Los coeficientes de regresión, su significación y número de observaciones son los siguientes; Países con sistemas de 

protección más robustos: (b=0.347, p=0.001**, n=74); Venezuela, Bolivia y Ecuador (b= 0.573, p=0.003**, n=25) y Países con 
sistemas de protección menos robustos (b= 0.008, p= 0.962, n=34). Estadísticos obtenidos en una regresión con 2 predictores; 
coeficiente Gini y gasto social como % del PIB). 
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Gráfico II.19 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DESCONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES Y GASTO PÚBLICO SOCIAL COMO % DEL 

PIB, POR GRUPOS DE PAÍSES
 a b c

, 1997-2010  
(porcentajes) 

  

  
Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 1997, 1998, 2000, 2001, 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 
2007, 2008, 2009 y 2010 y Portal de Gasto Social en América Latina y el Caribe, http://dds.cepal.org/gasto/indicadores/ 
a
. Incluye la confianza en el poder legislativo (congreso), poder judicial y partidos políticos. Para cada institución, se solicitó a las 

personas que las evaluaran en la siguiente escala: 1) Mucha, 2) Alguna, 3) Poca y 4) Ninguna. Las respuestas se promediaron. Se 
consideró como poca o ninguna confianza los promedios entre 3 y 4. 
b.

 Clasificación cualitativa efectuada en base a las distintas tipologías de regímenes de bienestar en América Latina desarrolladas 
por Mesa Lago (2004), Filgueira (2001, 2005), Barba (2004), Huber y Stephens (2005, cit. En Del Valle, 2008), Martínez Franzoni 
(2007) y Marcel y Rivera (2008). La República Bolivariana de Venezuela, Ecuador y el Estado Plurinacional de Bolivia no fueron 
incluidos en el ejercicio de clasificación. Sistemas más Robustos: Uruguay, Costa Rica, Argentina, Chile, Brasil, México, Panamá, 
Colombia y Perú. Sistemas menos Robustos: Guatemala, República Dominicana, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Paraguay.  
c
. Los coeficientes de regresión, su significación y número de observaciones son: Sistemas más robustos (b=-0.433, p=0.000***, 

n=74); Venezuela, Bolivia y Ecuador (b=-0.235, p=0.174; n=35); Sistemas menos robustos (b= 0.133, p=0.274, n=69). Estadísticos 
basados en una regresión con 2 predictores; coeficiente Gini y gasto social como % del PIB. 

 

Como se planteó antes, una explicación posible sobre la mayor sensibilidad de las percepciones de la 

población a los cambios en los indicadores objetivos en los países con sistemas de protección más 

robustos es que la población podría tener una mayor conciencia crítica sobre la operación de las 

instituciones del estado, ya sea en términos de su compromiso con una mayor equidad como bien en 

función de su capacidad real de redistribuir. Al respecto, no se debe olvidar que los modernos 

regímenes de bienestar han devenido a la par con ciudadanías más exigentes y conscientes sobre sus 

derechos (véase el recuadro II.2). Sin embargo, también podría ser plausible que esta mayor sensibilidad 

de las percepciones a los cambios en los indicadores objetivos se explique por la mayor variabilidad de 

estos últimos indicadores en los países con sistemas de protección más robustos, lo cual podría significar 

la existencia de cambios en las condiciones de vida que son percibidos directamente por la población.  
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Recuadro II.2 
PREFERENCIAS DISTRIBUTIVAS Y CONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES EN DISTINTOS REGÍMENES DE BIENESTAR 

La confianza en las instituciones públicas, así como las creencias y preferencias distributivas, han sido analizadas en 
los países desarrollados como factores que han contribuido al surgimiento de distintos regímenes de bienestar, o 
como efectos de diferentes arquitecturas de protección social. En los últimos años, estas orientaciones y 
percepciones también han sido exploradas en su rol respecto a las iniciativas de contracción de los estados de 
bienestar, en un contexto caracterizado por presiones al recorte del gasto, originadas tanto en las crisis 
económicas que han afectado y están afectando a los países desarrollados, como en las crecientes presiones 
demográficas asociadas al envejecimiento de la población y al aumento de las tasas de dependencia económica. 

El interés de los investigadores por el rol de las creencias y preferencias distributivas en el comportamiento del 
gasto público social se origina en las insuficiencias de los modelos de autointerés, donde cada individuo desea el 
nivel de redistribución que maximice su bienestar. En esta lógica, la política redistributiva seleccionada por un 
gobierno electo por la mayoría será la preferida por el votante mediano, y puesto que la distribución está sesgada 
hacia los grupos de ingresos bajos, el votante mediano demandará más distribución. Sin embargo, el ingreso es un 
predictor débil del apoyo a la redistribución; una amplia fracción de pobres se opone a esta y un segmento 
importante de los más acomodados la apoya (Alesina, Glaeser y Sacerdote, 2001; Fong, Bowles y Gintis, 2006). Una 
explicación posible es que algunos pobres se oponen a la redistribución porque creen que avanzarán en la escala 
de ingresos, mientras que otro grupo, que espera una caída en sus niveles de bienestar, demandará más 
redistribución (Hirschmann, 1973; Bénabou y Ok, 1999; Ravallion y Lokshin, 2000). Este factor podría dar cuenta de 
las diferencias entre los regímenes de bienestar europeos y de Estados Unidos, puesto que los norteamericanos 
estarían convencidos que su sociedad es muy móvil, mientras que los europeos creerían que sus sociedades tienen 
muy poca movilidad. 

Sin embargo, para Alesina y Glaeser (2006) la evidencia no respalda la aptitud de los modelos económicos 
convencionales para dar cuenta de las diferencias en los regímenes de bienestar de Europa y Estados Unidos. Según 
estos autores, las diferencias en las instituciones políticas y los efectos de la heterogeneidad étnica en las actitudes e 
ideología serían las causas principales. Respecto a las instituciones políticas, la representación proporcional 
incrementaría el poder político de los pobres y aumentaría el gasto público social, mientras que los sistemas 
mayoritarios se asocian a menos gasto (Crepaz, 2008). Hay evidencia de esta relación, obtenida en base a un estudio 
panel que cubre el período 1970-2005, incluye a países desarrollados y en vías de desarrollo, y considera a países con 
sistemas mayoritarios como Bielorrusia, Chile, Kazajstán, Kenia, Ucrania, Estados Unidos, Botswana, Macedonia, 
Nueva Zelanda, etc. (Gregorini y Longoni, 2009). En cuanto a la heterogeneidad étnica, la animosidad racial en 
Estados Unidos hace que la redistribución a los pobres, desproporcionadamente afroamericanos, sea poco atractiva 
para muchos votantes. Los críticos de la redistribución han usado una retórica de no merecimiento del beneficiario 
del welfare para combatir el incremento del gasto (Sommers y Block, 2005); en cambio, los europeos piensan más 
que la pobreza es causada por la injusticia social (Alesina, Glaeser y Sacerdote, 2001). 

Se ha planteado que distintas arquitecturas de protección social pueden tener efectos diferentes en los patrones de 
integración social, en el apoyo a la redistribución y en la confianza en las instituciones. Korpi y Palme (1998) 
indican que en los esquemas universalistas, construidos en base a alianzas entre clases, la mayoría de la población 
se beneficia y no se crean divisiones entre grupos, a diferencia de los esquemas selectivos, que hacen poco 
esperable una coalición y además pueden tener efectos estigmatizantes (Kumlin y Rothstein, 2003). Asimismo, los 
programas universales no crean barreras de acceso, se basan en el principio de igual tratamiento que minimiza la 
discreción burocrática, e incrementarían el sentido de igualdad de oportunidades y la confianza en las instituciones 
(Rothstein y Uslaner, 2005; Crepaz, 2008).  

No obstante es plausible que los países escandinavos hayan sido capaces de iniciar políticas universales a causa de 
una reserva de confianza en sus instituciones (Rothstein y Uslaner, 2005; Einhorn y Logue, 2010), la creación de un 
contexto de solidaridad y comunidad y la provisión de igualdad y de protección a la población pueden aumentar la 
confianza en las instituciones y promover un mayor apoyo ciudadano al esfuerzo redistributivo (Crepaz, 2008; 
Hagfors y Kajanoja, 2007; van Oorschot y Finsveen, 2010). En todo caso, un régimen universalista también podría 
debilitar las redes de asociación cívica y erosionar la reciprocidad y confianza, puesto que sus ciudadanos podrían 
abjurar de su responsabilidad con quienes tienen menos, aduciendo los impuestos que pagan (Fukuyama, 2001). 
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Recuadro II.2 (conclusión) 

Hay evidencia de apoyo a la tesis del efecto del régimen del bienestar en las creencias distributivas. Svallfors 
(1997), Jaeger (2009) y Jakobsen (2010) concluyen que el apoyo a la redistribución es mayor en los regímenes 
socialdemócratas y conservadores y menor en los liberales. Sin embargo, también hay estudios que no han 
observado dichos efectos (Gelissen, 2000; Jaeger, 2006). A su vez, se han investigado los efectos conjuntos en el 
apoyo a la redistribución de cambios en las condiciones económicas y del nivel de gasto público social. Blekesaune 
(2007) observa que la tasa de empleo se relaciona negativamente con las demandas de apoyo estatal, pero para 
Estados Unidos es el nivel de inflación el factor que más incide en la demanda por asistencia social (Kam y Nam, 
2008). Nelson (2011) concluye que en Europa, el deterioro económico incrementa la demanda por redistribución, y 
que una mayor prosperidad económica, junto a un gasto público social más alto, la reducen. Asimismo, algunos 
estudios han mostrado asociaciones positivas entre el coeficiente Gini y el apoyo a la distribución (Finseraas, 
2009), relación que sostiene al controlar por medidas de afluencia económica (Dallinger, 2010). En cuanto a la 
confianza, la evidencia apunta a una mayor confianza en sus distintas dimensiones (interpersonal e institucional) 
en los regímenes socialdemócratas (Kumlin y Rothstein, 2003; Kääriäinen y Lehtonen, 2006; Kouvo, 2011). En todo 
caso, las brechas de confianza en las instituciones relacionadas con el estrato socioeconómico no parecen 
vincularse con los regímenes de bienestar (van Oorschot y Finsveen, 2010), sino con la apertura económica y el 
gasto público; White y Nevitte (2007) aprecian que las mayores diferencias por estrato socioeconómico en los 
niveles de confianza en las instituciones domésticas se verifica en los países con los mayores grados de apertura y 
los menores niveles de gasto.  

UNIÓN EUROPEA (19 PAÍSES): CONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES POLÍTICAS Y DEL ESTADO POR PAÍSES, 2010
 a

 
(promedios, valores estandarizados) 

 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), en base a tabulaciones especiales base de datos Encuesta 
Social Europea 2010. 

a
 Incluye la confianza en el parlamento, los partidos políticos y el poder judicial. Las respuestas se obtuvieron en una escala de 0 a 10, donde 

0=ninguna confianza y 10=total confianza. A través de un modelo de componentes principales se estableció que las respuestas cargaban en un 
factor subyacente (78% de la varianza). Los puntajes estandarizados en el factor confianza en las instituciones se determinaron a través de una 
regresión. Un mayor puntaje significa una mayor confianza. 

Los obstáculos que afrontaron distintas iniciativas de contracción de los estados de bienestar durante la década de 
los ochenta ilustran las dificultades para revertir los desarrollos iniciales de la política social (la dependencia al 
sendero). Estas dificultades se explican por el apoyo ciudadano captado por el nuevo régimen (entre los 
beneficiarios y operadores de las políticas) y por la autonomía relativa del estado (Pierson, 2000). Así, los intentos 
por recortar el Estado de Bienestar pueden enfrentarse con el rechazo. Sin embargo, la retirada, bajo ciertas 
condiciones y estrategias de los actores políticos (evitación de la culpa, traspaso de responsabilidades) también 
puede ser aceptada (Fridberg, 2012; Del Pino, 2007; Campillo, 2007). Al respecto, un área compleja para los 
regímenes de bienestar más generosos en Europa está constituida por la inmigración (van Oorschot y Uunk, 2007). 
A su vez, se deben observar los efectos de la crisis económica que está afectando a los países europeos. 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). 
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3. DISCUSIÓN E IMPLICACIONES 
A partir de 2002/2003 y fundamentalmente hasta 2006/2007, se verificó en la región una leve reducción 

de las percepciones de injusticia distributiva y una baja más importante de la desconfianza en las 

instituciones políticas y del estado. Sin embargo, entre 2009 y 2011 se detuvo la caída de la desconfianza 

y de las percepciones de injusticia, y en ese último año, ambos indicadores exhibían valores todavía muy 

altos. Aun más, la fuerte correlación entre la desconfianza en las instituciones políticas y del estado y las 

percepciones de injusticia distributiva a lo largo de 1997-2011 es un síntoma de un profundo y 

persistente sentimiento de malestar ciudadano con el modo en que funcionan las instituciones y se 

distribuyen los bienes económicos, sociales y políticos en los países. A su vez, la asociación entre la 

desigualdad objetivamente medida y el malestar con las instituciones puede tener como implicación que 

los altos niveles de concentración de la riqueza y de diferenciación social existentes en los países 

alimentarían una cantidad importante de conflictos sociales en la región (Calderón, 2012).  

Paradojalmente, las percepciones negativas acerca de la distribución del ingreso y la desconfianza 

ciudadana  pueden constituirse en obstáculos para un pacto social10 por la igualdad con la participación 

de distintos actores y grupos sociales, que permita un rol protagónico del estado en la garantía de 

derechos básicos a toda la población (para un análisis de la necesidad de ampliar las garantías de 

cuidado, véanse los siguientes capítulos de este Panorama Social). Un acuerdo de ese tipo requiere 

incrementar la tributación, lo cual se dificulta en un escenario caracterizado por la desconfianza 

respecto a las instituciones del estado y por la aversión a los impuestos que manifiesta la ciudadanía. A 

esto se debe agregar que en la región, el malestar con la distribución se asocia estrechamente con una 

mayor percepción de carga tributaria, con la desconfianza sobre la capacidad de los estados para gastar 

bien los impuestos (véase el gráfico II.20) y con las percepciones de baja transparencia estatal (véase el 

gráfico II.21). Así, las percepciones generalizadas de injusticia distributiva en América Latina no deben 

ser leídas como señales inequívocas de preferencias por redistribución estatal financiada vía 

impuestos11.  

  

                                                           
10

  Un pacto social suele considerar: a) un proceso público de deliberación y negociación entre actores políticos, 
con capacidad de representar amplios sectores de la ciudadanía, b) una agenda relativamente amplia, vinculada 
a una visión consensuada sobre la estrategia de desarrollo del país y, c) políticas de estado, con horizontes de 
mediano y largo plazo (Luna, Mardones y Piñeiro, 2009). 

11
  La percepción de justicia distributiva indica el nivel de satisfacción (o insatisfacción) que experimentan las 

personas con la distribución del ingreso entre los distintos grupos sociales. Este juicio probablemente resulta de 
la valoración subjetiva del merecimiento de la pobreza/riqueza que tienen los distintos grupos, incluyendo la 
evaluación que hace el entrevistado de su propia situación. Este indicador no siempre será una buena 
aproximación a las preferencias, puesto que estas son coyunturales y refieren a estados alternativos que se 
pueden alcanzar, donde la respuesta indica la utilidad de la decisión. En cambio, las percepciones de justicia 
distributiva son una aproximación a la “utilidad experimentada”. Para más detalles sobre ambos tipos de 
utilidad, véase Kahneman, Wakker y Sarin (1997). 
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 Gráfico II.20 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): OPINIONES SOBRE LA TRIBUTACIÓN

 a
 Y PERCEPCIONES DE INJUSTICIA  

EN LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO, 2011 
(porcentajes) 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 2011. 
a 

Las preguntas usadas son las siguientes: 1) considerando todo, ¿cree Ud. que los impuestos que se pagan en el país son muy 
altos, altos, bajos, muy bajos o están bien como están? y, 2) en general, respecto de los impuestos, ¿tiene Ud. confianza en que 
el dinero de los impuestos será bien gastado por el estado? 

 

Gráfico II.21 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): PERCEPCIÓN DE TRANSPARENCIA DEL ESTADO

 a
 SEGÚN LA CONFIANZA  

EN LAS INSTITUCIONES Y LA PERCEPCIÓN DE JUSTICIA DISTRIBUTIVA, 2011 
(promedios, escala de 1 a 100, donde 1=nada transparente y 100 completamente transparente) 

 

Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 2011. 
a 

La pregunta usada es la siguiente: por lo que Ud. sabe o ha oído, en una escala de 1 a 100, donde 1 es totalmente transparente 
y 100 nada transparente, ¿qué tan transparente considera Ud. es el estado de su país? 
 

En rigor, la convergencia entre desconfianza en las instituciones y percepciones de injusticia distributiva 

pone en evidencia fuertes divisiones entre-grupos. Rothstein y Uslaner (2005) plantean que muchos 

países en desarrollo están atrapados en un círculo vicioso de desigualdad y desconfianza, con 

instituciones disfuncionales. Altos niveles de desigualdad llevan a menores niveles de confianza en las 

instituciones, lo cual conduce a políticas que pueden hacer poco para reducir las brechas sociales y crear 

un sentido de mayor confianza, bienestar e igualdad, lo cual exacerba las tensiones entre los grupos y 

erosiona la posibilidad de que se implementen políticas basadas en la noción de que los distintos grupos 

tienen un destino común. Rothstein y Uslaner (2005) agregan que incluso si se logran condiciones 

políticas de apoyo a programas universales, la población podría no confiar en que las instituciones 
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presten servicios de modo justo, y existirán fuertes riesgos de fracaso en la implementación si hay 

corrupción más o menos extendida. En una línea similar, Alesina y Glaeser (2006) plantean que un 

régimen de bienestar generoso no puede funcionar bien donde los problemas de gestión y las trampas 

son frecuentes (evasión tributaria, reclamo indebido de seguro social, etc.). 

En todo caso, lo anterior no significa que en la región no sea viable un pacto que permita avanzar en la 

garantía de derechos a la población. Si coloca de manifiesto la necesidad de diseñar una estrategia de 

implementación gradual, lo cual requiere priorizar algunos sectores, aun cuando las urgencias de 

reformas sean múltiples. Además, la asociación entre la desigualdad objetivamente medida y las 

percepciones distributivas indica que en tanto se logre avanzar en la reducción de las asimetrías 

distributivas, es esperable que las percepciones mejoren. De este modo, el foco debe colocarse en 

políticas que tengan un claro impacto redistributivo, y para ello se requiere mejorar la capacidad de 

gestión y operación de los estados, así como se debe hacer énfasis en la transparencia y en la rendición 

de cuentas. En paralelo, el diseño de la arquitectura de protección social en los países de la región no 

debe desvincularse del objetivo de reducción de los problemas de representación democrática, en 

orden a lograr una mayor participación de los grupos tradicionalmente excluidos, recrear los vínculos 

entre los grupos e incrementar la confianza en las instituciones. 
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ANEXO 
Cuadro II.A-1 

AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO DE LOS HOGARES, 1990-2010
 a

 
 

País  Año 

Ingreso 

promedio
 b
 

Participación en el ingreso total (en porcentajes) 
Relación del ingreso medio 

per cápita  

(en veces)
 c
 

   40% más pobre 
30% 

siguiente 

20% anterior 

al 10% más 

rico 

10% más 

rico 
D

10
 / D

(1 a 4) 
Q

5
 / Q

1 

Argentina d/  1990 e/ 10,6 15,0 23,7 26,7 34,6 13,5 13,5 

  1999 11,3 15,8 22,1 25,3 36,8 16,2 16,6 

  2004 9,0 13,1 21,4 25,5 40,0 21,7 26,5 

  2010 17,9 16,0 24,4 27,0 32,6 15,1 16,2 

  2011 20,6 17,3 25,0 27,2 30,5 13,5 14,7 

Bolivia (Estado  1989 f/ 7,7 12,1 21,9 27,9 38,1 17,1 21,4 

Plurinacional de)  1999 5,6 9,3 24,1 29,6 37,0 26,7 48,1 

   2002 6,1 9,5 21,4 28,3 40,8 30,3 44,2 

   2009 6,5 13,9 27,1 28,4 30,6 14,9 19,8 

Brasil  1990 9,4 9,6 18,5 28,0 43,9 31,2 35,0 

  1999 11,3 10,0 17,4 25,4 47,2 32,0 35,6 

  2001 11,0 10,3 17,4 25,5 46,8 32,2 36,9 

  2009 11,8 13,2 20,3 25,5 41,0 21,1 23,9 

  2011 12,3 14,2 20,9 25,4 39,5 19,2 22,1 

Chile  1990 9,5 13,2 20,8 25,3 40,7 18,2 18,4 

   1998 13,7 13,0 20,4 26,6 40,0 19,1 19,7 

   2003 13,6 13,8 20,8 25,6 39,8 18,8 18,4 

   2009 14,5 14,4 21,2 26,0 38,4 16,3 15,9 

   2011 14,1 15,0 21,6 25,9 37,5 15,1 15,0 

Colombia  1994 7,7 9,9 21,3 27,0 41,8 26,8 35,3 

  1999 6,7 12,4 21,6 26,0 40,0 22,3 25,6 

  2002 g/ 7,2 13,1 22,4 26,6 37,9 22,0 24,1 

  2010 g/ 8,1 13,4 23,3 26,9 36,4 20,1 22,4 

  2011 g/ 8,3 13,9 23,6 26,9 35,6 18,7 20,5 

Costa Rica  1990 9,5 16,7 27,4 30,2 25,7 10,1 13,1 

   1999 11,4 15,3 25,7 29,7 29,3 12,6 15,3 

   2002 11,7 14,4 25,6 29,7 30,3 13,7 16,9 

   2010 h/ 11,0 14,8 24,4 28,9 31,9 13,8 15,3 

   2011 h/ 11,3 14,0 24,4 29,8 31,8 15,2 16,8 

Ecuador d/  1990 5,5 17,1 25,4 26,9 30,6 11,4 12,3 

  1999 5,6 14,1 22,7 26,5 36,7 17,2 18,4 

  2002 6,7 15,5 24,3 26,1 34,1 15,7 16,8 

  2010 7,7 16,6 24,7 26,9 31,8 12,5 13,2 

  2011 7,4 18,5 26,6 28,4 26,5 9,7 10,6 

El Salvador  1995 6,2 15,5 24,8 27,0 32,7 14,1 16,9 

   1999 6,6 13,8 25,0 29,1 32,1 15,2 19,6 

   2001 6,7 13,5 24,7 28,7 33,1 16,2 20,3 

   2010 5,6 17,8 26,4 27,7 28,1 10,3 11,4 

Guatemala  1989 6,0 11,8 20,9 26,9 40,4 23,6 27,5 

  1998 7,1 14,3 21,6 25,0 39,1 20,4 19,8 

  2002 6,8 14,1 22,4 27,3 36,2 18,6 19,3 

  2006 7,6 12,8 21,8 25,7 39,7 22,0 23,9 

Honduras  1990 4,3 10,2 19,7 27,1 43,0 27,4 30,7 

   1999 3,9 11,8 22,9 29,0 36,3 22,3 26,5 

   2002 4,3 11,4 21,7 27,6 39,3 23,6 26,3 

  2010 5,1 11,4 22,7 29,3 36,6 20,7 25,2 
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Cuadro II.A-1 (conclusión) 
 

País  Año 

Ingreso 

promedio
 b
 

Participación en el ingreso total del: 
Relación del ingreso medio 

per cápita
 c
 

   40% más pobre 
30% 

siguiente 

20% anterior 

al 10% más 

rico 

10% más 

rico 
D

10
 / D

(1 a 4) 
Q

5
 / Q

1 

México  1989 8,6 15,8 22,5 25,1 36,6 17,2 16,9 

  1998 7,7 15,0 22,7 25,6 36,7 18,4 18,5 

  2002 8,2 15,7 23,8 27,2 33,3 15,1 15,5 

  2010 7,4 17,7 25,4 27,2 29,7 12,8 13,3 

Nicaragua  1993 5,2 10,4 22,8 28,4 38,4 26,1 37,7 

   1998 5,6 10,4 22,1 27,0 40,5 25,3 35,1 

   2001 5,8 12,0 21,7 25,6 40,7 23,6 27,5 

   2009 5,7 16,5 25,5 28,1 29,9 13,0 14,5 

Panamá  1991 d/ 11,1 14,1 23,9 29,3 32,7 16,8 20,1 

  1999 d/ 12,9 15,6 25,2 27,8 31,4 14,0 15,9 

  2002 9,8 12,2 23,6 28,0 36,2 20,1 25,7 

  2010 10,2 15,2 26,0 27,0 31,8 14,4 17,6 

  2011 10,4 14,3 25,8 26,4 33,5 16,3 20,3 

Paraguay  1990 i/ 7,7 18,7 25,7 26,8 28,8 10,2 10,6 

   1999 6,3 13,2 23,5 27,6 35,7 19,1 23,2 

   2001 6,3 13,5 23,6 26,2 36,7 19,5 23,2 

   2010 5,8 13,8 24,3 26,2 35,7 17,1 20,0 

   2011 6,5 12,5 22,7 26,8 38,0 17,4 21,2 

Perú  1997 7,5 13,3 24,7 28,7 33,3 17,9 20,8 

  1999 7,5 13,3 23,1 27,1 36,5 19,5 21,7 

  2001 6,4 13,4 24,6 28,5 33,5 17,4 19,3 

  2010 8,1 16,6 26,5 28,1 28,8 11,4 12,5 

  2011 8,7 16,1 27,3 28,3 28,3 11,2 12,8 

República  2002 6,9 12,7 22,7 26,9 37,7 17,8 20,7 

Dominicana   2010 7,9 11,3 22,1 28,7 37,9 20,1 23,9 

   2011 7,8 11,2 21,6 28,4 38,8 23,0 25,7 

Uruguay d/  1990 9,9 18,9 23,3 22,5 35,3 11,0 10,5 

  1999 11,9 21,6 25,5 25,8 27,1 8,8 9,5 

  2002 9,4 21,7 25,4 25,6 27,3 9,5 10,2 

  2010 10,1 22,8 26,3 26,4 24,5 8,2 8,6 

  2011 10,4 23,2 27,2 26,3 23,3 7,5 8,0 

Venezuela  1990 8,9 16,7 25,7 28,9 28,7 12,1 13,4 

(República   1999 7,2 14,5 25,0 29,0 31,5 15,0 18,0 

Bolivariana de)  2002 7,1 14,3 25,0 29,5 31,2 14,5 18,1 

  2010 7,9 20,3 29,0 28,6 22,1 7,6 9,0 

   2011 7,7 20,1 28,6 28,3 23,0 7,7 9,1 

 
 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a
 Hogares del conjunto del país ordenados según su ingreso per cápita. 

b
 Ingreso promedio mensual de los hogares, en múltiplos de la línea de pobreza per cápita. 

c
 D

(1 a 4)
 representa el 40% de los hogares de menores ingresos, en tanto que D10 es el 10% de los hogares de más altos ingresos. 

La misma notación se usa en el caso de los quintiles (Q), que representan grupos de 20% de los hogares. 
d
 Total urbano. 

e
 Gran Buenos Aires. 

f
 Ocho ciudades principales y El Alto. 

g
 Valores no comparables con los de años anteriores, debido al cambio en el criterio de construcción del agregado de ingresos. 

h
 Valores no comparables con los de años anteriores, debido al cambio de encuesta utilizada. 

i
 Área metropolitana de Asunción. 
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Cuadro II.A-2 
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): INDICADORES DE CONCENTRACIÓN DEL INGRESO, 1990-2010

 a
 

 

País 

 

Año 

Índices de concentración 

 
Gini

 b
 Theil 

Atkinson 

    

Argentina c/  1990 d/ 0,501 0,555 0,216 0,360 0,473 

  1999 0,539 0,667 0,250 0,410 0,530 

  2002 0,578 0,720 0,276 0,452 0,582 

  2010 0,509 0,559 0,220 0,373 0,498 

  2011 0,492 0,511 0,204 0,351 0,473 

Bolivia (Estado  1989 e/ 0,537 0,573 0,242 0,426 0,587 

Plurinacional de)  1999 0,586 0,657 0,293 0,537 0,736 

   2002 0,614 0,775 0,322 0,553 0,732 

   2009 0,508 0,511 0,223 0,413 0,594 

Brasil  1990 0,627 0,816 0,324 0,528 0,663 

  1999 0,640 0,914 0,341 0,537 0,662 

  2001 0,639 0,914 0,340 0,536 0,665 

  2009 0,576 0,716 0,277 0,455 0,586 

  2011 0,559 0,666 0,261 0,435 0,567 

Chile  1990 0,554 0,644 0,255 0,422 0,546 

   1998 0,560 0,654 0,261 0,430 0,553 

   2003 0,552 0,674 0,257 0,418 0,535 

   2009 0,524 0,585 0,231 0,384 0,501 

   2011 0,516 0,541 0,221 0,371 0,485 

Colombia  1994 0,601 0,794 0,308 0,517 0,684 

  1999 0,572 0,734 0,275 0,450 0,589 

  2002 0,567 0,672 0,268 0,447 0,579 

  2010 f/ 0,557 0,627 0,257 0,436 0,571 

  2011 f/ 0,545 0,599 0,247 0,419 0,551 

Costa Rica  1990 0,438 0,328 0,152 0,286 0,412 

   1999 0,473 0,395 0,179 0,328 0,457 

   2002 0,488 0,440 0,193 0,349 0,491 

   2010 g/ 0,492 0,455 0,198 0,352 0,484 

   2011 g/ 0,503 0,481 0,207 0,367 0,501 

Ecuador c/  1990 0,461 0,403 0,173 0,306 0,422 

  1999 0,526 0,567 0,228 0,381 0,498 

  2002 0,513 0,563 0,222 0,370 0,484 

  2010 0,485 0,471 0,195 0,335 0,445 

  2011 0,434 0,353 0,154 0,277 0,382 

El Salvador  1995 0,507 0,502 0,213 0,376 0,520 

   1999 0,518 0,495 0,224 0,414 0,590 

   2001 0,525 0,527 0,232 0,423 0,599 

   2010 0,454 0,372 0,168 0,304 0,418 

Guatemala  1989 0,582 0,735 0,282 0,459 0,587 

  1998 0,560 0,760 0,273 0,428 0,534 

  2002 0,542 0,583 0,239 0,401 0,515 

  2006 0,585 0,773 0,291 0,467 0,590 

Honduras  1990 0,615 0,816 0,317 0,515 0,647 

   1999 0,564 0,636 0,263 0,451 0,603 

   2002 0,588 0,719 0,288 0,476 0,608 

   2010 0,567 0,625 0,265 0,458 0,601 
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Cuadro II.A-2 (conclusión) 
 

País 

 

Año 

Índices de concentración 

 
Gini

 b
 Theil 

Atkinson 

    

México  1989 0,536 0,680 0,248 0,400 0,509 

  1998 0,539 0,634 0,245 0,403 0,515 

  2002 0,514 0,521 0,218 0,372 0,485 

  2010 0,481 0,458 0,192 0,335 0,448 

Nicaragua  1993 0,582 0,670 0,269 0,454 0,600 

   1998 0,583 0,730 0,284 0,479 0,644 

   2001 0,579 0,782 0,288 0,469 0,615 

   2005 0,478 0,437 0,189 0,337 0,462 

Panamá  1991 c/ 0,530 0,543 0,228 0,398 0,534 

  1999 c/ 0,499 0,459 0,202 0,361 0,490 

  2002 0,567 0,616 0,266 0,465 0,616 

  2010 0,519 0,529 0,226 0,401 0,543 

  2011 0,531 0,561 0,237 0,415 0,559 

Paraguay  1990 h/ 0,447 0,365 0,161 0,287 0,386 

   1999 0,558 0,659 0,264 0,452 0,601 

   2001 0,558 0,673 0,265 0,450 0,606 

   2010 0,533 0,666 0,248 0,416 0,557 

   2011 0,546 0,630 0,253 0,432 0,583 

Perú  1997 0,532 0,567 0,238 0,414 0,553 

  1999 0,545 0,599 0,249 0,424 0,560 

  2001 0,525 0,556 0,231 0,397 0,526 

  2010 0,458 0,399 0,174 0,311 0,424 

  2011 0,452 0,382 0,170 0,309 0,429 

República  2002 0,537 0,569 0,236 0,404 0,536 

Dominicana   2010 0,554 0,603 0,253 0,433 0,572 

   2011 0,558 0,632 0,258 0,437 0,575 

Uruguay c/  1990 0,492 0,699 0,227 0,349 0,441 

  1999 0,440 0,354 0,158 0,286 0,393 

  2002 0,455 0,385 0,169 0,300 0,406 

  2010 0,422 0,327 0,145 0,262 0,359 

  2011 0,402 0,291 0,132 0,241 0,334 

Venezuela  1990 0,471 0,416 0,183 0,327 0,446 

(República   1999 0,498 0,464 0,202 0,363 0,507 

Bolivariana de)  2002 0,500 0,456 0,201 0,361 0,501 

  2010 0,394 0,264 0,123 0,233 0,337 

   2011 0,397 0,275 0,127 0,239 0,345 

 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas 
de hogares de los respectivos países. 
a 
 Calculados a partir de la distribución del ingreso per cápita de las personas del conjunto del país. 

b 
 Incluye las personas con ingreso igual a cero. 

c 
 Total urbano. 

d 
 Gran Buenos Aires. 

e 
 Ocho ciudades principales y El Alto. 

f 
 Valores no comparables con los de años anteriores, debido al cambio en el criterio de construcción del agregado de ingresos. 

g 
 Valores no comparables con los de años anteriores, debido al cambio de encuesta utilizada. 

h
 Área metropolitana de Asunción. 

 

  



38 

Cuadro II.A-3 
PERCEPCIÓN DE INJUSTICIA DISTRIBUTIVA E INDICADORES OBJETIVOS  

 

MODELO 1:  
VARIABLE DEPENDIENTE=% QUE OPINA QUE LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO ES MUY INJUSTA O INJUSTA 

FACTORES COEFICIENTE BETA
 a

 SIGNIFICACIÓN 

Coeficiente Gini 0.423 0.001** 

Gasto público como % del PIB 0.117 0.329 

Tasa de variación del PIB -0.109 0.336 

PIB por habitante 0.182 0.156 

R CUADRADO AJUSTADO= 14% 
SIGNIFICACIÓN MODELO = 0.007** 
n= 72 

MODELO 2  
VARIABLE DEPENDIENTE =% QUE OPINA QUE LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO ES MUY INJUSTA O INJUSTA 

FACTORES COEFICIENTE BETA
 a

 SIGNIFICACIÓN 

Gasto público como % del PIB 0.175 0.127 

Coeficiente Gini 0.354 0.002** 

Tasa de variación del PIB -0.103 0.366 

R CUADRADO AJUSTADO = 12.7% 
SIGNIFICACIÓN MODELO = 0.007** 
n= 72 

 
Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 1997, 2002, 2007, 2009 y 2010; CEPALSTAT 
(http://websie.eclac.cl/infest/ajax/cepalstat.asp?carpeta=estadisticas); Anuario Estadístico de América Latina 2011 
http://websie.eclac.cl/anuario_estadistico/anuario_2011/esp/content_es.asp). 
a.

 Valores estandarizados. 
b.

 US$ a precios constantes 2005. En logaritmos. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

http://websie.eclac.cl/infest/ajax/cepalstat.asp?carpeta=estadisticas
http://websie.eclac.cl/anuario_estadistico/anuario_2011/esp/content_es.asp
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Cuadro II.A-4 
DESCONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES E INDICADORES OBJETIVOS  

 

MODELO 1:  
VARIABLE DEPENDIENTE=% QUE DESCONFÍA DE LAS INSTITUCIONES 

FACTORES COEFICIENTE BETA
 a

 SIGNIFICACIÓN 

Coeficiente Gini 0.208 0.015* 

Gasto público como % del PIB -0.288 0.001** 

Tasa de variación del PIB -0.083 0.304 

PIB por habitante -0.205 0.024* 

R CUADRADO AJUSTADO= 20.4% 
SIGNIFICACIÓN MODELO = 0.000***  
n= 130 

MODELO 2  
VARIABLE DEPENDIENTE = % QUE DESCONFÍA DE LAS INSTITUCIONES 

FACTORES COEFICIENTE BETA
 a

 SIGNIFICACIÓN 

Gasto público como % del PIB -0.358 0.000*** 

Coeficiente Gini 0.277 0.001** 

Tasa de variación del PIB -0.110 0.178 

R CUADRADO AJUSTADO = 17.7% 
SIGNIFICACIÓN MODELO = 0.000*** 
n= 130 

 
Fuente: CEPAL, tabulaciones especiales base de datos Latinobarómetro 1997, 2002, 2007, 2009 y 2010; CEPALSTAT 
(http://websie.eclac.cl/infest/ajax/cepalstat.asp?carpeta=estadisticas); Anuario Estadístico de América Latina 2011 
http://websie.eclac.cl/anuario_estadistico/anuario_2011/esp/content_es.asp). 
a
. Valores estandarizados. 

b
. US$ a precios constantes 2005. En logaritmos. 

 

http://websie.eclac.cl/infest/ajax/cepalstat.asp?carpeta=estadisticas
http://websie.eclac.cl/anuario_estadistico/anuario_2011/esp/content_es.asp
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Cuadro II.A-5 

REGÍMENES DE BIENESTAR EN LOS PAÍSES DE AMÉRICA LATINA SEGÚN DISTINTOS AUTORES  

AUTORES MESA LAGO  FILGUEIRA  FILGUEIRA  BARBA  HUBER Y 
STEPHENS  

MARTÍNEZ –
FRANZONI  
 

MARCEL Y RIVERA  
 
 

PAÍSES Y PERÍODO  Hasta 1973 Hasta la década de 
1970 

Reformas décadas 
1980 y 1990 

Hasta la década de 
1970 

Inicios de la 
década del 2000 

Mediados década 
2000 

Mediados década 2000 

Chile Pionero-alto Universalismo 
estratificado 

Reforma Liberal -
fuerte 

Universalista Mayor esfuerzo Estatal-Productivista Potenciales estados de 
bienestar 

Argentina Pionero-alto Universalismo 
estratificado 

Idas y venidas Universalista Mayor esfuerzo Estatal-Productivista Potenciales estados de 
bienestar 

Uruguay Pionero-alto Universalismo 
estratificado 

Corporativismo Universalista Mayor esfuerzo Estatal- 
Proteccionista 

Potenciales estados de 
bienestar 

Costa Rica Pionero-alto Universalismo  Universalista Mayor esfuerzo Estatal- 
Proteccionista 

Potenciales estados de 
bienestar 

Brasil Pionero-alto Dual  Dual Esfuerzo medio-
alto 

Estatal- 
Proteccionista 

Potenciales estados de 
bienestar 

México Intermedio Dual  Dual Esfuerzo medio-
alto 

Estatal- 
Proteccionista 

Conservador 

Panamá Intermedio     Estatal- 
Proteccionista 

Dual 

Colombia Intermedio   Dual Esfuerzo medio-
bajo 

Familiarista Dual 

Venezuela Intermedio   Dual Esfuerzo medio-
bajo 

Familiarista Conservador 

Ecuador Intermedio Excluyente  Excluyente Esfuerzo medio-
bajo 

Familiarista Conservador 

Bolivia Intermedio Excluyente  Excluyente Esfuerzo medio-
bajo 

Familiarista Dual 

Perú Intermedio Dual a Excluyente  Excluyente Esfuerzo medio-
bajo 

Familiarista Informal-desestatizado 

Guatemala Tardío bajo Excluyente  Excluyente Esfuerzo bajo Familiarista Informal-desestatizado 

R. Dominicana Tardío bajo   Excluyente  Familiarista  

El Salvador Tardío bajo Excluyente  Excluyente Esfuerzo bajo Familiarista Informal-desestatizado 

Honduras Tardío bajo Excluyente  Excluyente Esfuerzo bajo Familiarista Informal-desestatizado 

Paraguay Tardío bajo   Excluyente  Familiarista Informal-desestatizado 

Nicaragua Tardío bajo Excluyente  Excluyente Esfuerzo bajo Familiarista Informal-desestatizado 

Fuente: CEPAL, en base a Mesa Lago (2004), Filgueira (2001, 2005), Barba (2004), Huber y Stephens (2005, cit. en Del Valle, 2008), Martínez Franzoni (2007) y Marcel y Rivera (2008) 


